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                                                                                      Concepto 5177

Bogotá, D.C., 24 de junio de 2011
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
Demanda de inconstitucionalidad contra una expresión del artículo 1º de la Ley 361 de 1997, “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones”. 
Demandante: SERGIO ANDRÉS DUQUE RODRÍGUEZ y SILVIA CONSUELO PARDO ROA.
Magistrado Ponente: LUIS ERNESTO VARGAS SILVA.
Expediente D-8518.
Concepto 5177
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2°, y 278, numeral 5°, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1°, de la Carta, instauraron los ciudadanos SERGIO ANDRÉS DUQUE RODRÍGUEZ y SILVIA CONSUELO PARDO ROA contra una expresión del artículo 1º de la Ley 361 de 1997, “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones”, cuyo texto se resalta a continuación: 

LEY 361 de 1997
(Febrero 7)

Diario Oficial No. 42.978 de 11 de febrero de 1997
CONGRESO DE LA REPÚBLICA
Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE COLOMBIA,

DECRETA:

TÍTULO I.

DE LOS PRINCIPIOS GENERALES

ARTÍCULO 1o. Los principios que inspiran la presente Ley, se fundamentan en los artículos 13, 47, 54 y 68 que la Constitución Nacional reconocen (sic.) en consideración a la dignidad que le es propia a las personas con limitación en sus derechos fundamentales, económicos, sociales y culturales para su completa realización personal y su total integración social y a las personas con limitaciones severas y profundas, la asistencia y protección necesarias. 

1. Planteamiento de la demanda.
Los actores consideran que la expresión “severas y profundas”, contenida en el artículo 1º de la Ley 361 de 1997, al desconocer los derechos de las personas que tienen limitaciones leves y moderadas a la asistencia y protección necesarias, vulnera los artículos 13, 25, 47, 48, 53 y 54 de la Carta Política, así como el artículo 27 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. Aduce que se trata de una discriminación injustificada que, en lugar de desarrollar una política de integración social, excluye a estas personas de la asistencia y protección especial. 

2. Problema jurídico.

Corresponde establecer si la expresión demandada vulnera lo dispuesto en los artículos 13, 25, 47, 48, 53 y 54 Superiores y en el artículo 27 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, al no incluir dentro del grupo de personas que tienen derecho a asistencia y protección necesarias a las personas con limitaciones leves y moderadas.
3. Análisis jurídico.

La Ley 361 de 1997, “por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitaciones y se dictan otras disposiciones”, establece una serie de medidas con el propósito de facilitar el acceso de personas con limitaciones a la educación, a un empleo, al bienestar social, a la infraestructura física, a los bienes de uso público, y de promover programas de prevención, de cuidados médicos y sicológicos, de formación e integración laboral, para hacer efectiva la garantía de los derechos de estas personas, contribuir a su rehabilitación y asistirlas y protegerlas. 
El artículo 1º, relativo a los principios, reconoce la dignidad de las personas con limitaciones; señala la importancia de sus derechos fundamentales, económicos, sociales y culturales para su realización personal y su integración social; y establece una asistencia y protección para las personas con limitaciones severas y profundas. 

Según se afirma en el artículo 1º y en el artículo 3º, la presente ley busca desarrollar lo establecido en los artículos 13, 47, 54 y 68 Superiores, en la Declaración de los Derechos Humanos proclamada por la ONU en 1948, en la Declaración de los Derechos de las personas con Limitación, de la misma organización, del 9 de diciembre de 1975, en el Convenio 159 de la OIT, en la Declaración de las Naciones Unidas concerniente a las personas con limitación de 1983 y en la Recomendación 168 de la OIT de 1983, entre otras fuentes. 
La ley parece asumir que las personas con limitaciones que no son severas y profundas, deben tener la oportunidad de realizarse personalmente y de integrarse a la sociedad, mientras las personas con limitaciones severas y profundas, al no poder realizarse personalmente e integrarse a la sociedad, deben ser asistidas y protegidas. Esta visión de las cosas es limitada y estática. Es limitada porque desconoce que las personas sin limitaciones severas y profundas, también tienen limitaciones que ameritan asistencia y protección, así sea por un tiempo y en determinados aspectos, como lo apuntan los actores. Es estática porque considera que las limitaciones severas y profundas son insuperables.  

Una visión limitada y estática de la situación de las personas con limitaciones, que se establece justo en la norma en la cual se precisa los principios que inspiran la ley, no es un asunto menor. Los principios, a la luz de esta visión, son verdaderos referentes jurídicos y, en cuanto tales, se aplican para resolver tanto los casos simples como los casos complejos. Al precisar las funciones básicas de los principios, la Corte precisa, entre otras, en la Sentencia C-858 de 2005, que éstos son base del ordenamiento jurídico, directriz interpretativa de las reglas y fuente integradora del derecho. El Consejo de Estado, por su parte, en Sentencia del 3 de diciembre de 2007, en el Expediente 11001032600020030001401, dice al respecto: 
(…) los principios funcionalmente son soporte estructural del sistema, puesto que establecen los criterios esenciales que animan el ordenamiento de una determinada situación o relación que interesa al derecho, se convierten en pautas hermenéuticas para desentrañar el significado y alcance de las reglas jurídicas, y constituyen fuente formal para resolver situaciones o problemas concretos ante la falta o insuficiencia de las reglas jurídicas.
Además del discurso sobre los principios y su función, es menester considerar lo dicho por la Corte en la Sentencia C-401 de 2003, al hacer el control de constitucionalidad tanto de la Convención Interamericana tendiente a  prevenir y eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad en todas sus formas y manifestaciones, y propiciar su plena integración a la sociedad, como de su correspondiente ley aprobatoria. En esta sentencia, la Corte precisa que “constituye un acto discriminatorio contrario al derecho a la igualdad, la conducta, actitud o trato, consciente o inconsciente, dirigido a anular o restringir sus derechos, libertades y oportunidades, sin justificación objetiva y razonable”. 

El no disponer la asistencia y protección necesarias para personas con limitaciones leves y moderadas, como si se hace respecto de las personas con limitaciones severas y profundas, implica una clara diferencia de trato. Esta diferencia constituye una discriminación. 

Es difícil encontrar razones que justifiquen dicha discriminación. De una parte, se discrimina a las personas con limitaciones leves y moderadas, que también son discapacitadas, a las que se priva de la asistencia y protección necesarias. De otra, se discrimina a las personas con limitaciones severas, que no sean también profundas, y a las personas con limitaciones profundas que no sean también severas, a las que se priva de dicha asistencia y protección, pues para la expresión demandada no es suficiente con una de las dos condiciones, sino que es necesario que se reúnan ambas. 
La clase de limitación que la persona sufre puede ser relevante para determinar el tipo de asistencia y de protección que se requiera, pues se trata de un asunto de grado: a mayor limitación o limitaciones, mayor asistencia y protección. No obstante, de esta circunstancia no puede seguirse, como se sigue en la expresión demandada, que las personas con menores limitaciones no requieran de asistencia y protección, valga decir: a menor limitación o limitaciones, en lugar de menor asistencia y protección, la norma establece ninguna asistencia y protección. Conclusión que es irrazonable y desproporcionada a la luz de los preceptos superiores.
4. Conclusión.

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte declarar INEXEQUIBLE las expresión: “severas y profundas”, contenida en el artículo 1º de la Ley 361 de 1997, “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones”, por los aspectos aquí analizados.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
LJMO/Nroa
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